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Tabacco y Directora Nacional de Transporte Ferroviario, escribana Magali Mauad. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Niffouri).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene mucho gusto en recibir al señor Ministro 
de Transporte y Obras Públicas, Enrique Pintado, al señor Subsecretario, señor Pablo Genta, a la Directora 
Nacional de Planificación y Logística, ingeniera Beatriz Tabacco, a la Directora Nacional de Transporte 
Ferroviario, escribana Magali Mauad, al Presidente de AFE, señor Jorge Setelich y al Vicepresidente, 
ingeniero Álvaro Fierro. 


En principio, el tema fundamental a tratar en la reunión del día de hoy es lo que tiene que ver con la primera 
ejecución del tramo Pintado- Rivera y quizás se pueda hacer alguna mención al segundo llamado para este 
tramo. 


También se anexaron algunos otros temas sobre los que tal vez se pueda conversar aprovechando la 
comparecencia del señor Ministro y del señor Subsecretario. Me refiero al tema del puente sobre la Laguna 
Garzón, del que el señor Diputado Garino Gruss había solicitado información. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En mi última comparecencia en la 
Comisión dedicamos toda la sesión a hablar del puente sobre la Laguna Garzón. Eso lo recuerdo bien, 
y también estuve en la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quizás el señor Ministro, por su experiencia parlamentaria, sepa que no 
todos los legisladores integramos todas las Comisiones; personalmente, no integro esta. En su 
momento, se lo planteé al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
fui a una reunión de dicha Comisión, aunque no la integro, en la que se me dijo que no se conocía el 
contrato. Eso fue el año pasado. Es cierto que las cosas van cambiando, van tomando rumbo y se van 
concretando a medida que pasa el tiempo. 


Luego quise plantear el tema aquí porque me parecía era de rigor. La verdad es que no estoy informado de 
que el señor Ministro haya venido a hablar sobre el tema. En todo caso, la obra no se concretó y, en el día de 
ayer, hubo nuevas declaraciones por parte del Intendente Artigas Barrios en cuanto a que ha habido gente de 
la Dinama que está poniendo piedras y ha cambiado el precio de la obra, y otros asuntos más. Si se quiere yo 
podría explayarme en eso, pero me parece que en la medida en que el puente no se ha concretado y que el 
Ministerio tiene obligaciones asumidas junto con un privado, o un privado tiene obligaciones asumidas con el 
Estado uruguayo, estaría bueno tener una puesta a punto. 


Tal vez el señor Ministro vino hace ya mucho tiempo y ahora haya novedades que quiera trasladar a esta 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a encaminar el tema de la reunión. 


En principio, el tema fundamental por el cual han sido citados en el día de hoy refiere al tramo Pintado- 
Rivera y lo relativo a AFE. 


Hace algunos días manifestamos que venimos solicitando la comparecencia del señor Ministro y de las 
autoridades de AFE, en virtud de algunas inquietudes que nos fueron llegando de parte de distintos 
Diputados. En ese momento yo manifesté que, si bien no es el tema fundamental de esta reunión, sería bueno 
que se nos brindara algún informe al respecto. 


Además, hay un planteamiento realizado por el señor Diputado Otegui referido a los accesos viales a los 
puertos sobre el que también se podría dejar un pantallazo de lo que se viene haciendo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Nosotros vinimos a tratar el tema 
AFE. No se puede trabajar a demanda; venimos con una planificación, acompañados de los respectivos 
Directores. El próximo 24 de julio, a las 9:30 de la mañana, vamos a estar rindiendo cuentas de lo que 
hacemos. Como siempre rendimos cuentas y lo estamos haciendo, inclusive, públicamente. 


Respeto mucho lo que pueda opinar cualquier Intendente del país, pero quienes tenemos la construcción de 
las obras somos nosotros, ¿está claro? Entonces, si a mí se me pregunta por las declaraciones que hicimos 
nosotros, está bien, pero yo no voy a estar respondiendo por las declaraciones que hacen todos los 
Intendentes del país, que hacen muchas y de todos lados, y algunas obedecen a su óptica, pero no a la del 
Ministerio. 


El tema del puente sobre la Laguna Garzón lo vamos a tratar en general, pero -reitero- ya vinimos a esta 
Comisión y no me gusta venir dos veces por lo mismo. Además, hasta ahora la situación sigue incambiada y 
el puente se va a construir. Si sale más o sale menos, es un problema nuestro. 


En cuanto al acceso al puerto, viene por el lado de Paysandú y es claro -lo demostré en Paysandú ante los 
medios de comunicación- que hay disposiciones legales que indican que para que un acceso se declare de 
responsabilidad nacional necesita una aprobación parlamentaria o un decreto: no ocurrió ninguna de las dos 


cosas. Le hemos ofrecido asesoramiento técnico a la Intendencia de Paysandú, pero aunque eso está 
demorado, sigue vigente. Lo otro no lo tenemos presupuestado, porque asumimos nuestras obligaciones: las 
que tenemos y no otras. Pero si quieren lo discutimos cuando sea. 


Repito: no me gusta el factor sorpresa, porque acá vinimos a discutir el tema de AFE. Creo que no es serio 
trabajar a demanda, porque si no hubiéramos traído acá a todas las autoridades de la Dirección Nacional de 
Vialidad y a todos los que están trabajando en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A medida que nos fueron llegando las solicitudes, nosotros se las enviamos al 
Ministerio. El día 14 de junio se envió lo relativo al puente sobre la Laguna Garzón para que el tema se 
tratara en la Comisión. Como seguía pendiente la visita, íbamos mandando las solicitudes de los 
distintos Diputados, votadas por la Comisión. Así es como trabajamos en la Comisión; no 
improvisamos y lamentamos que no le haya llegado la información. De todos modos, el punto central 
de la convocatoria del día de hoy, reitero, es el tema AFE y lo relativo al tramo Pintado- Rivera. 


SEÑOR OTEGUL.- Deseo hacer alguna consulta al señor Ministro y a su equipo en función de algunas 
declaraciones que trascendieron en el departamento de Paysandú -supuestamente del señor Ministro y 
de la fuerza política Frente Amplio-, en el sentido de que los accesos a los puertos correspondían a la 
Intendencia. Personalmente, no hice ningún pedido de informes; simplemente, quería aprovechar una 
venida a Comisión para hacer la consulta, porque hasta donde tengo entendido -además, creo que 
fueron muy cautas y muy medidas las declaraciones del Presidente de la Administración Nacional de 
Puertos- debe haber una coordinación entre los distintos actores. Hasta donde yo sé los accesos viales 
del Puerto de La Paloma, del Puerto de Montevideo y del de Nueva Palmira fueron por cuenta del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que es quien tiene la competencia nacional en los accesos a 
los puertos. Creo que el tema prioritario es el de AFE; por lo tanto, si hay tiempo y disposición lo 
conversamos; si no, lo haremos en otra oportunidad. 


Quería tener la palabra del señor Ministro en ese sentido: si los accesos viales a los puertos de Nueva 
Palmira, La Paloma y Montevideo son de competencia nacional, por qué en el caso de Paysandú trascendió 
que sería de responsabilidad municipal. 


SEÑOR SARAVIA FRATTLI.- Solo quiero dejar una constancia. 


Me sorprendió, y no quiero que se sorprenda el señor Ministro ni la Comisión. Nosotros no le pedimos al 
señor Ministro que hable o que nos explique nada que no haya sido votado en la Comisión y comunicado 
oficialmente al Ministerio. Sin perjuicio de ello, entiendo que puede haber habido alguna cuestión para la que 
el señor Ministro viene mejor preparado, con su equipo, para el tema AFE, que es el principal. Pero quiero 
dejar en claro que acá no hay sorpresas ni ninguna cáscara de banana, por decirlo de alguna manera. La 
Comisión toda estuvo de acuerdo. 


Simplemente, quería dejar la constancia de que la palabra sorpresa no debe estar hoy arriba de la mesa. 


SEÑOR CAGGIANLI.- Estaba pidiendo las versiones taquigráficas porque falté a algunas de las 
reuniones de la Comisión. Recuerdo la comparecencia del señor Diputado Garino Gruss, quien no 
integra la Comisión, para plantear una serie de asuntos, sobre todo el tema de AFE- CND; no recuerdo 
lo relativo al puente sobre la Laguna Garzón, pero está en la nota. Además, doy fe de que la Comisión, 
en términos generales, trabaja de esa manera: de buena fe y con predisposición para trabajar. 


Por su parte, también entiendo que el Ministerio ha venido todas las veces que se solicitó su comparecencia 
en la Comisión para brindar los informes correspondientes, ha hablado de todo lo que ha querido y de todo lo 
que le hemos solicitado, y creo que ha sido profesional su tarea en el Parlamento. 


Apelando a la buena voluntad de todos y en función de que advertimos que hubo una desconexión de la 
información, quizás sería oportuno que el próximo 24 de julio, cuando la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda reciba al Ministerio en ocasión del tema Rendición de Cuentas, se pueda incorporar esa 
información. En tanto eso no quede aclarado del todo se puede citar nuevamente al Ministerio. Pero me 


parece que para abordar estos temas con la debida profesionalidad es importante que concurran asesorados 
por todos los actores involucrados. 


También recuerdo que el señor Diputado Otegui planteó esa situación que acaba de mencionar. Por tanto, eso 
es de recibo. Quizás sería oportuno posponer el tratamiento de ese tema específico y dedicarnos a analizar el 
tema de AFE, que es central en esta jornada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Hemos tenido un preámbulo 
un poco largo dedicado a otros temas, sobre los que después podremos conversar. 


Como siempre, es un placer comparecer ante la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas 
de la Cámara de Diputados, para echar toda la luz que podamos sobre este proyecto que tiene este Gobierno 
como una de sus prioridades en cuanto a la rehabilitación. Enmarcamos esta obra de Pintado- Rivera, en lo 
que estratégicamente se ha definido por parte del Gobierno como la puesta en funcionamiento del ferrocarril, 
como un actor más relevante en el sistema de transporte nacional -en particular, en el transporte de cargas-, 
en un escenario de crecimiento de la producción y de la actividad que ha hecho que en un país, donde 
naturalmente las distancias son cortas y no había volúmenes suficientes como para que el ferrocarril fuera un 
modo competitivo, hoy ello haya cambiado desde hace unos años. El cambio se ha producido por los 
volúmenes y por el tipo de carga que se mueve desde los centros de producción hacia las terminales 
portuarias y no por las distancias. Se trata de volúmenes importantes de cargas aptas para moverse por el 
ferrocarril. 


Entonces es una prioridad del Gobierno avanzar en la recuperación del ferrocarril, a través del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. En ese sentido, como ya saben porque lo hemos hablado, se está trabajando en 
un modelo de reforma de la institucionalidad de la Administración ferroviaria, que consiste en separar la 
Administración de la infraestructura ferroviaria. Los cometidos son construcción, rehabilitación, 
mantenimiento de las vías férreas y todo lo que tiene que ver con el uso de la infraestructura ferroviaria para 
que puedan circular los trenes. Esto quedará a cargo de AFE, ente público, porque va a seguir requiriendo el 
subsidio del Estado, a través de los recursos presupuestales, o de otros que se puedan conseguir. Es claro que 
la inversión en infraestructura es mayoritariamente -en la mayor parte de los casos; el ferrocarril es uno de 
ellos- del Estado, ya sea en forma directa o a través de garantizar endeudamiento. 


Por otro lado, la constitución de una sociedad anónima, de propiedad de dos empresas públicas: la propia 
AFE y la Corporación Nacional para el Desarrollo, con el cometido de realizar los servicios de transporte 
ferroviario. Fundamentalmente, se apunta a operar los trenes de carga. Ese proceso está en funcionamiento. 
La sociedad anónima formalmente está constituida. Tiene su Directorio, que la dirige, y un régimen 
sistemático de reuniones periódicas de orientación hacia el Gerente General, que por ahora es el primer 
funcionario que tiene contratado esa operadora. El objetivo principal es la solicitud de un préstamo a la vieja 
CAF -que ahora es el Banco de Desarrollo de América Latina-, y la autorización de financiamiento por un 
total de US$ 42:000.000 que se van a recibir en tres partes. Una primera etapa es de US$ 18:000.000, para el 
inicio de operaciones de esta operadora. Esto le va a permitir estructurarse a través de la concreción de tres 
proyectos concretos, que ha identificado AFE junto con la CND -el actor principal es AFE- en el transporte 
de piedra, de granos y madera en contenedores y tres locomotoras más los vagones tolva para el movimiento 
de piedra. Ello demanda distintos proyectos internos de AFE, como lo es la reconstrucción de las propias 
líneas férreas y también la construcción de la escollera donde se va a instalar la planta de regasificación, que 
va a demandar un movimiento de piedra, donde el ferrocarril puede tener una participación importante. 


Este préstamo se está tramitando y hay que formularlo porque hay que demostrar que los ingresos que va a 
tener esa operadora por vender los fletes le van a permitir repagar el préstamo. Además de ello, está 
comprometida la garantía del Estado para garantizar este endeudamiento por la situación particular, tanto de 
AFE como de la CND, que por su endeudamiento por sí mismas no lo pueden hacer. 


Señalo todo esto para enmarcar un poco nuestra comparecencia. 
Ahora analizaríamos la vinculación de este proceso con lo que ya en el Período anterior de Gobierno se había 


definido como empezar a romper un tema de huevo y de gallina; no tenemos ferrocarril porque la 
infraestructura está mal. Por alguna parte se definió la ejecución de ese proyecto de rehabilitación de esa 


primera etapa de la línea en el tramo Pintado- Rivera -cuatrocientos cuarenta y dos kilómetros- porque en ese 
momento era la línea principal que concentraba la mayor cantidad de toneladas de cargas movidas. 


Antes de que haga uso de la palabra el Directorio de AFE, quiero recordar que esta primera etapa de obras de 
rehabilitación en la línea Montevideo- Rivera, surge a través de una concesión que se hace a la CND, a la que 
se transfieren algo más de novecientos kilómetros de vías férreas. Y se asignan $ 604:000.000 a través de la 
Ley de Presupuesto del año 2005. Luego de una licitación y de pedir cotización a empresas privadas, se vio 
que ese presupuesto no daba ni para hacer los novecientos kilómetros que tenía concesionada la CND. 
Entonces se buscó una alternativa distinta que fue conformar la Corporación Ferroviaria del Uruguay y, a 
través de un contrato que se firmó con AFE, poder aplicar esos recursos a la línea Pintado- Rivera, donde se 
hicieron obras, que consistieron en el recambio de más cien mil durmientes de madera y el recambio de rieles 
de menor capacidad portante por rieles de cincuenta kilos por metro; barras de veinticinco metros de largo 
que eran los viejos rieles rusos. Con estos rieles la ex Unión Soviética pagó una deuda que tenía con el país. 
Por eso decimos que en esa obra se invirtió en el orden de los US$ 60:000.000 porque los recursos asignados 
presupuestalmente eran de aproximadamente US$ 23:000.000 o US$ 24:000.000, que se aplicaron a través 
del contrato AFE- CFU. Y el valor de los rieles que se pusieron se estimó en US$ 37:000.000. Por eso 
hablamos de una inversión del entorno de US$ 60:000.000. 


SEÑOR SETELICH.- Para focalizarnos en este proceso de recepción de la obra, quiero decir que el nuevo 
Directorio asumió el 2 de mayo del año pasado, cuando todavía no había finalizado el proyecto. 


El proveedor contratista, que en aquel momento era la CFU, nos presentó la finalización de la obra. Sobre la 
base de esa presentación, se realizó una inspección de los 422 kilómetros que fueron afectados por la obra - 
que incluye los 288 kilómetros de renovación de rieles, la mejora en el recambio de durmientes, la 
realización de drenajes, etcétera-, surgiendo que había 22 ítemes en los que había apartamientos de lo 
pactado. Eso sucede en cualquier obra, máxime con la complejidad y la extensión que tenía esta obra; se 
trataban de 422 kilómetros, con cantidad de frentes de obras, con características de accesibilidad particulares 
y con mucho trabajo manual, por las características de la infraestructura, etcétera. Se acordó con la CFU la 
implementación de los correctivos correspondientes para terminar el proceso. 


El 18 de diciembre se presentó el segundo informe por parte del área técnica de AFE, el ingeniero Scatoni, en 
este caso, quien dio por culminado el proceso y recomendó la recepción definitiva de la obra. 


Luego de la opinión técnica -es la que tiene validez en estos casos-, se formalizó la recepción de la obra, 
dando por finalizado el proyecto. Básicamente, a grandes rasgos, ese fue el proceso que culminó con la 
recepción definitiva de la obra. Obviamente, quedamos a las órdenes para agregar todos los detalles que se 
soliciten. 


En nuestra opinión, los apartamientos son normales en una obra de estas características, que es de mejora o 
de mantenimiento de infraestructura; no se trata de obras en las que se realice una reconstrucción total de la 
infraestructura, sino de obras en las que se corrigen algunos aspectos para mejorar la operación. Ese fue el 
resultado que se consiguió. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- De la exposición que realizó el señor Subsecretario de Transporte y Obras 
Públicas me surge una duda. 


Expresó que para cubrir el mantenimiento de los 900 kilómetros de vía por parte de la CND había 
$ 604:000.000, monto bastante inferior a lo que se requería. No entendí cómo terminaron alcanzando los 
montos para realizar la obra. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En la Ley de Presupuesto del 
año 2005, se concedió a la Corporación Nacional para el Desarrollo la posibilidad de realizar la 
rehabilitación, a través de una empresa -la que constituyera o de terceros-, de más de 900 kilómetros de 
vías férreas, para lo que se asignó una partida de $ 604:000.000, aproximadamente US$ 30:000.000, en 
ese momento. 


Se llamó a licitación para la reparación del tramo comprendido entre Chamberlain, Algorta- Fray Bentos, y 
Pintado- Rivera, pero ninguna bajaba de US$ 100:000.000. Entonces, teníamos dos opciones: hacer algo o no 


hacer nada. 


La decisión que se tomó fue firmar un convenio con la Corporación Ferroviaria del Uruguay para la 
realización de un proyecto que prepararon los equipos técnicos de AFE -ajustaron el proyecto-, a efectos de 
realizar las tareas de rehabilitación en el tramo comprendido entre Pintado- Rivera, aplicando los recursos de 
que se disponía, que eran los $ 604:000.000, equivalente a US$ 30:000.000. No tengo las cifras exactas, pero 
se invirtieron aproximadamente US$ 23:000.000 o US$ 24:000.000 en el tramo Pintado- Rivera, y 
Salsipuedes- Tres Árboles, si no recuerdo mal. 


Cuando decimos que en el tramo de la línea que va desde Pintado- Rivera se invirtieron aproximadamente 
US$ 60:000.000 es porque además de esos recursos presupuestales que se destinaron para el mantenimiento 
de las vías, se pusieron los rieles rusos que AFE ya tenía, que se valoraron en US$ 37:000.000, según el valor 
del acero en ese momento. 


SEÑOR SARAVIA FRATTL.- No sé si entendí bien, por lo que solicito una aclaración. 


El señor Presidente de AFE dijo, en su exposición -que fue muy somera a los efectos de enfocarnos en el 
tema, pero seguramente la ampliará después-, que cuando la CFU finalizó la reparación y pidió que se diera 
el final de obra, se hizo una revisación, constatando que había 22 ítemes que no se habían cumplido. Luego, 
el informe técnico sostuvo que se estaba en condiciones de dar la final y el señor Presidente de AFE dijo que 
eso era lo que se precisaba para recibir la obra. ¿Entendí mal? ¿Ese es el informe por el que se recibe la obra? 
Me surge esa duda, porque no he visto ningún documento por el cual las autoridades jurídicamente 
responsables reciban la obra en su conjunto. Quizás existe, pero yo no lo vi. El informe técnico lo único que 
hace es habilitar a los Directores responsables a recibir la obra, firmando un documento para ello, o a decir 
que no les resulta suficiente, por lo que tomarán las medidas administrativas que correspondan. 


Solo solicito que se me aclare este aspecto; no hago un cuestionamiento al respecto. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Con respecto al contrato o al convenio en el que aparecen la Corporación 
Ferroviaria del Uruguay, la CND y AFE, me llama la atención de que luego de hacer un llamado a 
interesados privados para hacer el mantenimiento del tramo comprendido entre Pintado- Rivera, 
resultara beneficiaria una persona pública, en este caso, una Sociedad Anónima que es un instrumento 
del Estado. Quiero saber qué opinión tienen en este sentido y si no consideran que jurídicamente esto 
está reñido con algún principio de procedimiento competitivo o de igualdad, porque el Estado es el 
beneficiario, en este caso. 


Otro aspecto que me ha llamado la atención es el siguiente. A partir de todas las descripciones de los 
suministros y de las obras, la CFU sumó US$ 63:792.000, cuando el segundo mejor precio era de 

US$ 94:000.000 y el tercero era de US$ 100.883.000. Por un lado, la adjudicación de una obra pública a una 
entidad que depende directamente del Estado, persona pública mayor, y por otro... 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- ¿Se está hablando de la etapa 1 o de 
la etapa 2? 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Me refiero al año 2007, cuando se hizo el contrato; a partir de allí se hizo 
la licitación. 


Por otro lado, quiero que se aclare la diferencia de precios que hay, cuáles son los precios ajustados y si se 
llegó a esa cifra de US$ 63:792.000, con los cuales la CFU se había comprometido a hacer la obra. 


SEÑOR CAGGIANI.- Me gustaría saber qué porcentaje de la obra recibieron observaciones y cuáles 
han sido las evaluaciones técnicas que se tuvieron en ese sentido. Se dice que hubo determinadas 
irregularidades, pero no se especifica en cuántos kilómetros o cuál ha sido el porcentaje. 


Con respecto a las preguntas que se están haciendo en la Comisión, recomiendo leer la versión taquigráfica 
de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado del día 3 de julio, cuando concurrieron la CFU y 


la CND, porque mucho de lo que se plantea está vertido allí. Es un informe interesante a efectos de 
asesorarnos en nuestra tarea parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer algunas preguntas, transmitiendo, en principio, algunas de las 
inquietudes que planteó la Unión Ferroviaria en la Comisión. 


Todos sabemos que se autorizó, por parte del Gobierno, a través del artículo 123 de la Ley N” 18.046, de 
Rendición de Cuentas del año 2005, a destinar hasta $ 604:250.000; o sea, se topea la cifra, lo que no quiere 
decir que se deban gastar los $ 604:250.000. Me gustaría saber cuáles son los números finales que presentó la 
CFU en su último balance, cuando finalizó esta etapa de la obra, que supuestamente era para alcanzar un 
nivel mínimo de 40 kilómetros por hora y 18 toneladas. 


La Unión Ferroviaria manifestó que en su momento había cuarenta y nueve tramos en los que se debía 
circular con precaución y, supuestamente, al finalizarse este primer tramo se bajaron a treinta y seis. En ese 
sentido, quiero conocer la opinión del Ministerio con respecto a esta afirmación. 


También afirma la Unión Ferroviaria que, además de esos $ 604:000.000, topeados en la Ley de Presupuesto, 
se destinó dinero para comprar maquinaria. Quiero saber si es cierto y cuánto se destinó a la CFU. En ese 
sentido, nos queda la duda de quién termina siendo el dueño de esa maquinaria. 


Con respecto al informe muy detallado que presentó el ingeniero Carlos León -creo que esta instancia fue la 
que propició el recibo de obra- se dice algo que es bastante interesante, y por eso nos gustaría que AFE lo 
explicara. Aparentemente, cuando finalizara la primera etapa, se suministrarían nuevos rieles y aparatos de 
vías reconstruidos, que se pediría para el final de esta primera etapa para arrancar con el segundo convenio, 
pero al parecer se eliminó de la primera etapa y se traspasó al llamado del primer convenio. Entonces, quiero 
saber por qué si ya estaba conveniado, si ya se había exigido a esta empresa, se decidió tomar esta decisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Antes de contestar quiero formular 
un par de precisiones. 


No voy a responder algunas preguntas, fundamentalmente las vinculadas a la CFU -que no integra el 
Ministerio-, porque figuran en la versión taquigráfica correspondiente de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del Senado, y por eso pedí al señor Diputado Caggiani que la leyera, porque así resolveríamos 
muchas de las dudas planteadas. 


En segundo lugar, todos estos detalles tienen explicación, y es muy común cuando se hacen obras; quienes 
alguna vez estuvieron vinculados a alguna gestión saben que cuando se entregan las obras, se dan 
certificados, se exige a las empresas las eventuales correcciones y termina la recepción total. 


Me parece que por detenernos en un pequeño arbusto, no estamos viendo el bosque y no valorando en sus 
justos términos -lo quiero decir para que conste en la versión taquigráfica- que después de cincuenta años de 
abandono de inversiones en la infraestructura ferroviaria, los US$ 60:000.000 que invirtió nuestro Gobierno 
en el período pasado en la rehabilitación de vías férreas constituyan una revolución. ¡Ni qué hablar de los 
US$ 200:000.000 que tenemos previsto invertir ahora! Ese dato no se puede obviar, porque en el mismo 
momento en que se decidía impulsar la forestación, se decretaba la muerte del ferrocarril. Y nosotros hemos 
tomado el rezago de cincuenta años de inversión nula en materia de infraestructura ferroviaria con todo el 
ahínco posible, con las limitaciones que tiene el país -aunque han sido revolucionarios- y no se nos puede 
pedir que resolvamos en tres meses, cuatro o en un año el retraso de cincuenta años, en los que no tuvimos 
ninguna responsabilidad. 


Esto no quiere decir que lo que hicimos no esté respaldado por actos jurídicos o de transparencia, como lo 
hemos hecho siempre. Es más: si algo ha tenido nuestra administración es que debates, que en cualquier otro 
lado son internos, salieron a la luz, porque no tenemos nada que ocultar, y a la hora de corregir alguna 
cuestión, procedimos en consecuencia. 


Digo esto en términos políticos porque, de lo contrario, nos quedamos con la anécdota y obviamos la noticia 
más importante que tiene este país. 


Es cierto que tenemos dificultades y que iniciamos el camino de construir una operadora privada, como bien 
lo señaló el señor Subsecretario, de propiedad estatal, donde la mayoría de las decisiones la toma AFE; es 
evidente que no lo hacemos para las cuestiones laborales, porque lo haríamos con todo el Estado. No nos 
interesa lo laboral, sino la posibilidad de que una empresa pueda actuar y hacer negocios rápidamente para no 
estar dando vueltas, como ocurre con otras áreas del Estado. 


Esta modalidad no la iniciamos nosotros, sino que continuamos lo que inventaron otros, y en su momento 
estuvieron muy bien, más allá de que pudimos tener alguna posición crítica. 


(Hilaridad) 


Es bueno reconocer cuando uno se equivoca, porque yo he reconocido que estuve mal cuando critiqué 
cosas que se hicieron bien y no tengo empacho en admitirlo. Me gustaría que la oposición tuviera la misma 
actitud que, lamentablemente, no la ha tenido. 


SEÑOR SARAVIA FRATTLI.- No todos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es cierto, no todos; algunos no la 
tienen. Igual seguimos adelante; no tenemos problema con eso. 


Por otra parte, voy a pedir que el señor Subsecretario repita la explicación de la primera etapa de la 
rehabilitación del tramo Pintado- Rivera, que ya se explicó cómo se adjudicó, a saber, se hizo una licitación, 
los precios superaban el monto que se establece acá y hubo que negociar, y tenemos habilitación legal, pero 
igual lo vamos a seguir. 


Cumplimos el Focem 1, etapa 2, con un préstamo del Fondo de Convergencia. En este caso, llamamos a 
licitación para empezar a trabajar, terminar la etapa de rehabilitación del tramo Pintado- Rivera y permitir 
que el mantenimiento fuera mecanizado y no depender de la mano de obra intensiva en los mantenimientos. 
Se hizo un proceso de licitación y adjudicamos, y ahora estamos cumpliendo los trámites legales: fue al 
Focem, que aprobó todo el trámite legal de la adjudicación y ahora está en el Tribunal de Cuentas. La 
licitación la hicimos en enero y ahora está dando vueltas y vueltas en las cuestiones burocráticas; ni bien el 
Tribunal de Cuentas nos dé su aval, nos pondremos a trabajar. 


Ahora -noticia del Mercosur del otro día-, se firmó el Focem 2 para rehabilitar la vía férrea que una Piedra 
Sola- Algorta, Salto- Paysandú, y también vamos a cumplir con un proceso competitivo. 


Estas dos inversiones suman los US$ 200:000.000 de que hablamos, porque hay contrapartidas nacionales, 
amén de los préstamos. 


Sin embargo, no nos quedamos con eso. Estuvimos en China con el Presidente de la República, y estamos 
buscando la forma, respetando las formas legales que viabilicen la voluntad política en Uruguay, para que la 
República Popular China nos dé una mano en infraestructura. En ese sentido, estamos pensando cómo 
hacemos participar a China de la rehabilitación de dos tramos de vía que son muy importantes: el que va 
hasta Fray Bentos, porque la madera es un producto muy importante e implica millones de toneladas -de los 
veinte millones de carga que se transportan en Uruguay, dieciséis corresponden a la madera-, y el que conecta 
Río Branco con Montevideo y, por ende, a Brasil, con la consiguiente conexión de la hidrovía en la que 
estamos trabajando -incluyendo a La Paloma-, para recostar estratégicamente las inversiones en 
infraestructura hacia un Brasil al que siempre dimos la espalda en materia infraestructura portuaria y accesos. 


Inclusive, estamos valorando -es una intención del Poder Ejecutivo, particularmente del Presidente de la 
República- cambios para saber si podemos pasar al durmiente de hormigón, porque si bien es más caro, dura 
más. Quiero ubicar esto en el contexto general, no para evitar respuestas, sino para no obviar ese pequeño 
detalle de que estamos rehabilitando. ¿Nos está costando mucho más? Sí, porque a veces es mucho mejor -no 
tenemos los recursos correspondientes- empezar de cero que transformar algo que viene siendo destruido 
consuetudinariamente desde hace cincuenta años. 


Quiero ser bien claro: la mejor manera de despedazar el transporte ferroviario, es no haber hecho nada; por 
eso ensayamos este camino, y es el rumbo en el que vamos y que transitamos, pese a las oposiciones y 


reflejos conservadores y temores. Es obvio, cada cambio trae un temor, y me pongo en el pellejo de quienes 
temen y los entiendo porque, si les mintieron durante tanto tiempo, ¿por qué me van a creer a mí? Muchos 
años les estuvieron mintiendo. La gente no empieza a creer porque cambie el interlocutor, y hay que 
demostrar con hechos qué se puede hacer, y lo estamos haciendo. 


Créanme que lo hacemos dentro del respeto irrestricto de la ley y de los procesos competitivos que tiene 
Uruguay y que guardamos con mucho calor, porque si tenemos un capital es nuestra ética. Hemos dicho 
inclusive a los funcionarios que afirmaron cosas o intentaron sugerir de una manera rara, que los funcionarios 
públicos tienen la obligación legal de denunciar un delito y los conminamos a que recurran a la Justicia; no se 
pueden sugerir cosas. Esto se lo hemos dicho a todo el mundo, y es bueno recordarlas. 


Estamos siguiendo los procesos competitivos, que son más lentos, porque ¡desde enero a la fecha para 
aprobar el proceso y que se adjudique la obra para empezar a trabajar! 


Por otra parte, también cuidamos los dineros del Estado, y cuando una licitación supera los precios 
razonables, la declaramos desierta, porque la gente no tiene por qué pagar más de lo que valen las cosas, y no 
olvidemos que los precios de la construcción aumentaron un 40%. Cuando no hay mucho en el mercado, se 
ofrecen precios que no son los que estamos dispuestos a pagar, y el Tocaf nos autoriza a negociar 
directamente cuando se dan estas hipótesis. Esto también es respetar la legalidad. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- El señor Ministro se refirió en la primera parte de su alocución a las 
versiones taquigráficas del Senado que, por supuesto, existen. Voy a tratar de poner en términos 
políticos -como le gusta al señor Ministro y a mí también- qué es lo que estamos haciendo acá. Esta es 
la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Diputados. En el otro 
sector del Palacio Legislativo existe una Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, y somos 
independientes. Yo sé que es tedioso para un Ministro -porque me ha tocado hacerlo- tener que ir a una 
y a otra Comisión, sobre todo con la variedad de temas que este Ministerio atiende. No me cabe 
ninguna duda de que es tedioso, complicado, y le quita mucho tiempo, pero es parte de la tarea y la 
función política que el señor Ministro debe hacer y que nosotros, como Diputados, en nuestra 
condición constitucional de controladores y legisladores, también debemos hacer. Debemos buscar la 
forma para contestar lo que aquí se pregunta; admitimos que puede haber cosas fuera de lugar, que no 
estén previstas y se puede no estar preparado para responder y que se pueden buscar otras instancias. 


Vamos a dejar algunas cosas claras. Lo digo en el mejor tono; no busco con esto agredir ni plantar una 
situación que no corresponde. Es cierto, como dice el señor Ministro, que la oposición -en la que me incluyo- 
primero mira las cosas que le parece que no están bien y le cuesta más trabajo reconocer las que sí lo están, a 
pesar de que algunos, entre los que me incluyo, reconocemos que hay cosas de este y del anterior gobierno 
que están bien hechas. Muchas de ellas son la continuación, más elaborada, más fina, de lo que antes se había 
planteado, que quizás por el trabajo que cuesta buscar los cambios y que la gente los acepte, o por las 
maduraciones propias de la población y no solo de la población sino también de los gremios, se va dando 
demasiado despacio. Todos queremos cambios, pero nadie quiere que se toque lo que tiene. Que nadie toque 
mi cuadradito, pero que con el de los demás hagan lo que se necesita. 


Es cierto también que parte de la situación que hoy vivimos en AFE, en los puertos y carreteras, se debe a 
que muchas veces la fuerza política del señor Ministro se opuso tenazmente a las transformaciones, como 
bien lo reconoció. Admiro este gesto y me congratulo, porque no es fácil; nos permite entendernos mejor y 
hablar un idioma que es bueno para ese país que el señor Ministro quiere construir y al que quiero ayudar 
desde la oposición. Entonces, dejemos en claro que esto a veces es tedioso, complicado, pero así es la 
política, así está establecido constitucional y legalmente, y más allá de que en algunos momentos sea medio 
molesto, tenemos que hacerlo. 


La segunda cosa que quiero dejar en claro, por lo menos en lo que a mí respecta, es que yo no estoy en la 
Comisión para decir que acá se están haciendo las cosas mal ni para acusar de nada a nadie; yo vine tratando 
de comprender un proceso bien complejo que se inició en el período anterior, en el gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez, cuando el Ministro era el señor Rossi, y que continúa hoy. No podemos desprenderlo del 
pasado porque esto se inició en 2007, si no me equivoco. Los recursos presupuestales de $ 604:000.000 de 
que hablaba el señor Subsecretario son de la Rendición de Cuentas de 2005- 2006. En ese entonces comenzó 
este proceso y continúa hoy con ampliaciones. Tenemos que hablar -no sé si nos dará el tiempo hoy o 


seguiremos después- de esta segunda etapa que tiene un componente distinto, el Focem. El dinero del Focem 
es una combinación de dineros aportados por Brasil, Argentina, Paraguay y Uruguay en porcentajes 
diferentes, y tiene otras reglas en cuanto a la cristalinidad y la competencia entre las firmas que se presenten, 
pero ese es otro tema. Lo que pretendo es conocer la opinión de los Directores de AFE en cuanto a algunos 
procedimientos que se han realizado, algunas decisiones que se han tomado, algunos números que si miramos 
las versiones taquigráficas vemos que a veces no cierran. Hay quienes dicen que se gastó un dinero y otros 
que dicen que se gastó otro -yo no estoy diciendo que se haya robado o que haya sido desviado-, pero quiero 
conocer la cifra. Seguramente, vamos a llegar a eso. Quiero que quede claro que políticos tratamos de ser 
todos, ustedes más que nosotros. En términos políticos hablamos de una manera y en términos de 
conocimiento ustedes nos darán la respuesta que nosotros precisamos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Si de mis palabras se infirió que 
estoy en contra o no hago un reconocimiento al sistema bicameral del Poder Legislativo, pido disculpas 
porque esa no fue mi intención. Lo que quise decir, y en esto capaz que no fui claro y agradezco la 
intervención del amigo Saravia Fratti, es que como la Corporación Ferroviaria del Uruguay es una 
empresa privada por más que sea propiedad estatal, las respuestas que se requerían podían obtenerse 
de lo que la empresa manifestó en la Comisión del Senado. Mis palabras eran solamente a esos efectos. 
Ahora se van creando muchas empresas privadas, y nosotros no podemos dar cuenta de ellas. 
Inclusive, hay algunas que no tienen que ver con nosotros -más allá de que el Estado les pueda dar 
ayudas económicas- y solo ellas pueden dar cuenta de sus balances, insumos, bienes muebles o 
inmuebles, porque nosotros mentiríamos si contestáramos por ellas. Entonces, como acá se hizo 
referencia a materiales que pertenecen a la Corporación Ferroviaria del Uruguay quise decir -sin duda 
no lo dije bien- que debemos remitirnos a lo que ellos habían dicho, porque no acostumbro a contestar 
sobre lo que no me pertenece. De lo demás, vamos a dar todas las informaciones que se requieran. 


SEÑORA TABACCO.- En el tramo Pintado- Rivera se han hecho obras en dos etapas. La primera, de 
$ 600:000.000 -de la que se ha estado hablando-, la ejecutó directamente la CFU y ya está culminada. 
Por la plata de la que se disponía, esta obra no iba a dejar el tramo Pintado- Rivera en las condiciones 
óptimas que se pretendía, cosa que ya se sabía desde el principio. La segunda pretende completar los 
trabajos que se hicieron en la primera etapa. Me voy a referir concretamente a la segunda etapa, que 
es para la que tenemos financiamiento del Focem. El hecho de contar con este financiamiento implica 
un conjunto de procedimientos que a veces enlentecen el proceso total. Por ejemplo, los pliegos deben 
ser aprobados por el Focem. Nosotros lo elaboramos, el Focem lo aprueba y recién después de esa 
aprobación, que se llama "no objeción", el Ministro puede aprobarlo. Recién ahí se puede licitar. Se 
hace el llamado a ofertas y la Comisión Asesora las estudia. Cuando termina el estudio, el trámite 
nuevamente va al Focem para que este le dé la no objeción. Ese procedimiento implica un mayor plazo 
que una licitación tradicional 


Hablando específicamente de las fechas, la obra se abrió el 21 de enero de 2013. Habíamos fijado una fecha 
anterior pero las empresas nos pidieron ampliaciones y se las dimos. También debimos tomar en cuenta la 
licencia de la construcción, que es entre Navidad y Reyes. Entonces, entre las ampliaciones que pidieron las 
empresas y la licencia de la construcción terminamos haciendo la apertura de ofertas el 21 de enero de 2013. 
Se presentaron seis ofertas que fueron estudiadas por la Comisión Asesora. La Comisión dio vistas a su 
informe el 10 de abril de 2013 -legalmente hay obligación de dar vista por diez días-, y hecha esa vista una de 
las empresas presentó una evacuación. Se contestó esa evacuación y con todo ese material el expediente fue 
al Focem, que comunicó su "no objeción" el 13 de abril de 2013. En este momento, el expediente está en el 
Tribunal de Cuentas. Cuando vuelva, suponemos que sin observaciones, se va a poder hacer la adjudicación y 
empezar las obras. 


SEÑOR SETELICH.- Estuve anotando las consultas; si falta algún detalle, podemos profundizar. 


Con respecto a la consulta del señor Diputado Saravia Fratti básicamente el procedimiento fue el siguiente -lo 
reitero porque tal vez no quedó claro-: nosotros tuvimos una solicitud de la CFU para la recepción de la obra. 
En base a esa solicitud, se realizó una inspección de los 422 kilómetros que arrojó los 22 ítemes 
mencionados. A partir de ahí, se acordó con la CFU un plan de corrección de los apartamientos y los no 
cumplimientos. No se trata de 22 ítemes del listado total sino de 22 puntos geográficos -algunos por drenaje, 
otros por falta de durmientes- que se fueron reparando. Posteriormente, un informe del 18 de diciembre 


completó, como bien se dijo, los aspectos técnicos de análisis del proceso. Un ingeniero, especializado en vía 
férrea, jefe de Regional Norte, realizó la inspección llegando a la conclusión de que técnicamente se estaba 
en condiciones de recibir la obra, y el trámite pasó al Directorio. En ese momento, nosotros estábamos de 
licencia y fue con el ingeniero Fierro que se realizó el resto del proceso. 


SEÑOR FIERRO.- Tal como lo informamos en la Comisión del Senado, el procedimiento fue el 
siguiente: la CFU planteó la demanda de la recepción definitiva de la obra -yo estaba en el ejercicio de 
la Presidencia-; efectivamente se presentó el documento respectivo y se firmó el acta de recepción que 
indica el cumplimiento en base a las consultas técnicas y jurídicas realizadas en su momento de 
acuerdo a los servicios internos de AFE. Ese documento está firmado por la Presidenta de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo y por quien habla en el ejercicio de la Presidencia de AFE y 
registra un valor de oficina -el aporte de la CFU a AFE en la entrega de la obra- de $ 525:000.000. Ese 
es el dinero que CFU debía destinar, pero en la práctica, cuando uno va y ejecuta, no coincidió. En el 
momento de activar la recepción de la obra se le solicitó a la CFU un detalle de la inversión realizada 
para que el activo integre el capital de AFE y la CFU entregó un documento en el que figuraban $ 445: 
575.803. Ese es un documento que necesariamente tenemos que recepcionar, de la misma forma en que 
recepcionamos la obra. Si ese dinero lo gastó la CFU es un problema de la CFU y esta tendrá que 
responder al respecto, como lo ha hecho en las instancias en las que se le han pedido explicaciones. 
Nosotros lo activamos como el aporte que implica la recepción de la obra. Entonces, en el momento en 
que el Directorio promulgó esa resolución -no tengo el número- reconoció ese importe como el activo a 
considerar y recibió la obra, tanto desde el punto de vista técnico como desde el punto de vista 
contable. Desde mi punto de vista, hay una demostración de transparencia y solidez administrativa. 
Por supuesto que no recibimos la obra a tapas cerradas por una primera demanda de recepción. Se 
hicieron dos revisiones técnicas y se recepcionó con las mayores garantías. 


SEÑOR CAGGIANI.- Las diecinueve observaciones que se hicieron están reparadas. 


SEÑOR FIERRO.- Esos veintidós lugares donde se registraron determinados apartamientos se 
levantan en esa ventana que es entre junio y diciembre que es cuando se da el segundo informe técnico. 
El informe del ingeniero Scatoni indica que técnicamente la obra está en condiciones de ser 
recepcionada. Las precauciones existentes están levantadas y se ha cumplido con el objeto con el que el 
contrato se firmó para la realización de esta iniciativa. ¿Por qué hay una segunda etapa? Porque, como 
bien dijo la ingeniera Tabacco, el alcance de esta obra para el presupuesto destinado no permite una 
durabilidad suficiente para que esa obra tenga una permanencia y una solidez. Por ejemplo, yo soy 
ingeniero mecánico; entonces, sé de mantenimiento mecánico y cualquier instalación industrial 
requiere permanentemente de una atención porque hay desgaste, y en una instalación vial ocurre lo 
mismo. Para que ello se efectivice es necesario que alcancemos condiciones de mantenimiento 
eficientes, eficaces y al menor costo. Ese es el objetivo de la segunda etapa de la obra Pintado- Rivera 
que, en este caso, será financiada por préstamo Focem y no por fondos estatales. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- Está todo muy bien hasta que usted, en el ejercicio de la Presidencia, 
firma un documento que tiene dos partes: el conceptual dinero y la recepción de la obra. Ahora, cuál es 
la decisión del Directorio, quien es jurídicamente quien debe convalidar eso, para la recepción de la 
obra. Yo no la encontré; no digo que no exista. Vi un documento donde usted, en ejercicio de la 
Presidencia, firma con la autoridad que le corresponde, pero eso tiene que ser convalidado con una 
resolución de Directorio, por lo menos en mayoría. Yo no la encontré. 


SEÑOR FIERRO.- Existe una resolución de Directorio donde se reconoce a la CFU el importe por la 
cifra que acabo de mencionar. Por lo tanto, activan esa obra como parte de su inventario. Esa 
resolución de Directorio existe y con mucho gusto se la podemos remitir. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- Para mí son dos cosas distintas. Una cosa es reconocer, lo que le 
corresponde a AFE porque da la orden al Ministerio de Economía y Finanzas, de que se recibió el 
tramo tal y ahí se paga y otra es reconocer un gasto global de alrededor de $ 445:000.000. Pero recibir 
la obra es un acto administrativo diferente que no se puede considerar por el mero hecho de que se 
acepte un presupuesto. Quizás los $ 445:000.000 están perfectos, pero la obra no está terminada, le 
falto algo o le quedó un drenaje, por decir una mínima cosa. Desde mi punto de vista son dos cosas 


distintas. Se puede recibir un presupuesto porque se gastó y, como bien se dijo, la CFU puede 
perfectamente identificar en qué gastó; ese es el gasto y se tendrá que hacer responsable, como ustedes 
dijeron. Pero la recepción es un acto administrativo formal diferente, que es lo que yo no encuentro. No 
quiero decir que no exista. Yo soy abogado y entendí perfectamente su explicación, pero me falta ese 
argumento jurídico administrativo que diga que el Directorio convalidó la firma que el Vicepresidente, 
en ejercicio de la Presidencia, realizó en su momento. Tiene que ser convalidado a través de una 
resolución de Directorio, que es lo que yo no encontré. Esta formalidad es lo que convalida, verifica y 
cristaliniza el procedimiento. 


SEÑOR FIERRO.- Usted disocia al acto de recepción formal de la obra con la activación. 


SEÑOR SETELICH.- Referido a este tema, creo que la mejor forma de dilucidarlo es enviar el 
documento, o sea, la resolución de Directorio donde consta el evento donde se finaliza este proceso. El 
proceso tuvo algunas idas y venidas en el sentido de ajustar detalles y enviaremos esa resolución dando 
las explicaciones correspondientes. 


Como mencioné anteriormente -y respondiendo a la pregunta del Diputado Caggiani- había veintidós 
apartamientos. No necesariamente significa que haya veintidós ítemes que no se hayan cumplido, sino que 
básicamente se concentraban en una longitud del entorno de los 450 metros. Allí había problemas 
relacionados con la obra. No todas las precauciones que habían en el tramo podían ser corregidas por la obra. 
Todavía existen drenajes, por ejemplo, en el kilómetro 318 donde hay una estructura rocosa que hay que 
dinamitar para conseguir un drenaje porque la vía está por debajo del nivel del terreno y se producen 
inundaciones frecuentes lo que, a su vez, deteriora la estructura y genera problemas de circulación. Además, 
hay otros que responden a aspectos que no estaban contemplados dentro de los parámetros de la obra. Por 
tanto, no era un resultado esperado que el nivel de precauciones fuera cero cuando se terminara la obra. Sí 
debería ser cero para aquellos eventos previstos dentro del contrato y que tenían que ser resueltos por el 
contratista, en este caso, la CFU. 


En lo que refiere al tope de $ 604:000.000, el resultado definitivo para AFE son los $ 445:575.803. También 
se incluía parte de todo este mecanismo dictado por el artículo 123 un aporte de AFE de $ 19:702.400 de 
mano de obra que fueron unos cincuenta funcionarios que trabajaron en el proyecto. Luego se hicieron 
algunas consultas sobre el tema de las precauciones. Las que estaban relacionadas con la obra fueron 
levantadas, algunas de las que no lo estaban, continúan y otras fueron resueltas por AFE porque no estaban 
comprendidas dentro del alcance de la obra. En lo que refiere a la compra de maquinaria, todo el 
equipamiento o lo que surgía que debería adjudicarse a AFE consta en el listado de trece ítemes donde están 
incluidos los $ 445:000.000. Sí hubo compra de maquinaria, que está dentro de la autonomía de la CFU; no 
son bienes que haya quedado en propiedad de AFE ni tenemos forma de acceder a ese inventario. Sí tenemos 
constancia por verlos y por estar operativos en la zona de influencia del organismo en la vía, algunos 
vehículos que se compraron pero aplica dentro de la autonomía que tiene la CFU como empresa y no 
tenemos una constancia de cuál fue el monto ni de qué detalles hay al respecto de ese tipo de equipamiento. 


En lo que respecta a lo que recibió AFE que son $ 445:000.000, sí está chequeado uno por uno que esos 
ítemes se recibieron y forman parte de los activos de la empresa. 


En lo que refiere a la no inclusión o a la no ejecución de la compra de los aparatos de vía, cuando ingresamos 
al Directorio esa decisión se había tomado y formó parte de la documentación que quedó registrada. Cuando 
el 2 de mayo comenzamos a estar a cargo de la gestión del Ente, esa decisión había sido tomada y sabíamos 
que no se iban a comprar los aparatos de vía como parte del proyecto de primera etapa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Presidente de AFE dice que la empresa compró maquinaria, más 
allá de la que quedó de AFE. ¿De dónde salió ese dinero? 


SEÑOR SETELICH.- No nos consta. Sí sabemos, por la convivencia en los frentes de obra y en la 
operativa, que hay camionetas, vehículos, camiones, maquinaria, etcétera, pero no tenemos un detalle 
ni tenemos la posibilidad legal de solicitar un informe a la CFU para que nos diga cómo los compró. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos entendido que a partir de la denuncia que hizo la Unión Ferroviaria 
respecto a que habían camiones cero kilómetro guardados en galpones, a partir de este primer 
convenio que se firmó, todo este material quedará en manos de AFE. Eso es así, o queda para la 
empresa. 


SEÑOR SETELICH.- Esa consulta ya se había realizado. Nosotros revisamos todo el convenio y no hay 
ninguna alusión específica a la transferencia de material. Se habla, en general, de material que se 
adquiriría pero todo en un contexto condicional y ambiguo, donde no hay un detalle en el que se diga 
que se va a aportar a AFE o AFE va a poder usufructuar en tal período determinado equipamiento. 
Esto no consta en la documentación a la que tenemos acceso nosotros; que haya algún equipo específico 
que debería haber sido transferido a AFE y no lo haya sido. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- La señora Tabacco dijo que la licitación estaba en la órbita del Tribunal 
de Cuentas y su contralor; por lo tanto, en cuanto a la parte que yo ponía en objeción, los principios de 
igualdad, de transparencia, estaremos a lo que resuelva el Tribunal de Cuentas. La otra parte creo que 
no fue contestada. En el llamado de precios, en la apertura pública a licitación de enero de 2013, la 
CFU establece montos que alcanzan los US$ 63:000.000 cuando el segundo y tercer mejor precio anda 
en el entorno de los US$ 100:000.000 


Hay cifras demasiado alejadas de los montos ofrecidos. Por ejemplo, cuando la CFU dispone US$ 900.000 
para el rubro anclas de vía el segundo mejor precio era de US$ 3:500.000 o, en un rubro llamado suministros 
especiales, se dispone de US$ 22:000.000 y el segundo mejor precio fue de US$ 42:000.000. 


Creo que tal vez se esté corriendo el riesgo de que a la hora de hacer la obra con estos US$ 63:000.000 - 
relativos a una oferta que estuvo muy por debajo de las otras de los privados- la CFU se quede 
completamente corta. Y tal vez tenga que pedir más rubros porque haya quedado corto el monto para la obra 
ambiciosa que quiere hacer el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Nosotros nos hicimos la pregunta: 
¿por qué nos cobran tan caro los demás? Pero no hay que suponer lo que no ocurrió, porque de esa 
forma no podríamos hacer ninguna licitación, ningún proceso competitivo, dado que estas diferencias, 
en vialidad, son permanentes. Hay algunos que cotizan más bajo y otros más alto. 


Las obras tienen un presupuesto asignado. Luego, nosotros tenemos que controlar la ejecución y que lo que 
se dice que va a valer tanto, lo valga. Si la empresa que hizo un diagnóstico no calculó bien se tiene que hacer 
cargo de las pérdidas. Eso funciona para cualquier situación y no hay ampliación de rubro posible. Además, 
las ampliaciones, en términos genéricos, no se hacen para financia los costos de las obras inicialmente 
contratadas. En todo caso, son para nuevas obras dentro de los tramos planteados. En términos de rutas, si 
tenemos prevista la rehabilitación del kilómetro 1 al 20 y la empresa A cotiza 10 y la B 70, y le adjudicamos 
a la empresa A, del kilómetro 1 a 20 tiene que hacerlo con 10. ¿Se puede ampliar esa obra? Claro, si después 
con los mismos precios ajustados por la paramétrica se va del 20 al 25, por ejemplo. También se puede 
ampliar para obras distintas, pero no para las que ya están establecidas. Y si la empresa no cumple hay 
multas, recargos, etcétera. 


La pregunta que me hago, porque lo he hablado con las empresas de la construcción, es por qué se han 
elevado un 40% los precios. Eso nadie me lo explica. Yo tengo una explicación: es el querido mercado. Hoy 
están todos trabajando y se dan el lujo, en el buen sentido, de seleccionar en qué obra trabajan. Al norte del 
río Negro es muy difícil conseguir trabajadores, porque es mucho mejor estar en el sur y lo más cerca de la 
rambla posible. Estas cosas ocurren. 


Sin embargo, cuando hay crisis los precios del mercado son casi de mantenimiento. Este es el sistema que 
nosotros tenemos. Además, hay una Comisión que adjudica y que no tiene predilección por ninguna empresa 
en particular. Nosotros no tenemos ninguna predilección, salvo por proteger el bolsillo de la gente. Hay dos 
etapas. En el proceso competitivo se adjudica casi siempre al de menor precio, aunque no siempre, y después 
hay un control de esa ejecución. ¿Y los antecedentes qué indican para esta empresa que ganó, que es la CFU? 
Que se manejaron dentro de los precios que habíamos establecido en el primer trabajo. Cuando se hizo ese 
convenio, autorizado por la ley, por la CND, etcétera, se le concedió la vía férrea y por eso fue posible. Ahora 


volvió todo al punto previo. En este caso es distinto, porque es un proceso competitivo. Los antecedentes 
indican que no hubo desvío de precios y que los errores que supuestamente estaban previstos se corrigieron. 
Los desvíos fueron del 0,9%. Lo digo para ubicar las cosas en su justo término. Tenemos desvíos mucho 
mayores en temas viales y exigimos o multamos a las empresas, porque hay multas cuando no cumplen los 
plazos o los niveles técnicos exigidos. Es opinable, pero yo no siento que haya una posición hegemónica del 
mercado. Las leyes sociales se pagan para todos igual y hay laudos que fijan los salarios que deben pagarse a 
los empleados, las horas extras se pagan. Es más: creo que se pagan más y mejor en las empresas privadas del 
sector público que en otros lados. Entonces, más allá de la respuesta quería decir que esto fue lo que nos 
fijamos 


Me llama la atención, justamente, por qué están más caros, por qué hay tanta diferencia. 


SEÑORA TABACCO.- Los US$ 63:000.000 a que hizo referencia el señor Diputado no sé de dónde 
salen. Yo no tengo ese valor. Puede haber diferencia si es con IVA o no, si en el precio se incluyen las 
leyes sociales o no, pero esa cifra no sé de dónde sale. 


Por otro lado, como muy bien decía el señor Ministro, en las licitaciones las empresas tienen mecanismos 
para establecer los precios. En los precios unitarios de los distintos rubros puede haber diferencias 
significativas, porque una empresa consigue una cosa más barata que otra o prefiere recargar el precio en 
determinada cosa. Ese es un problema de cada empresa. Cuando la Comisión Asesora estudia las licitaciones, 
analiza la coherencia general de la oferta -claro, si dicen que un durmiente cuesta 0,50, sabemos que está 
mal-, los precios unitarios multiplicados por los metrajes y el precio total. Ahora, uno no puede explicar por 
qué las anclas de vía cuestan tanto en tal oferta. Esa es una decisión empresarial. Si uno tiene dudas respecto 
a los precios, los pliegos prevén que se puedan hacer las consultas a las empresas y que estas tengan que traer 
material probatorio de eso, pero no pueden cambiar los precios. 


Por otro lado, uno dice: "Acá va a tener que colocar 10 durmientes”. Si la empresa cotizó $ 1 por durmiente 
le tengo que pagar $ 10, no más que eso. Si le pido que coloque 12, como tengo el precio unitario, le pago 

$ 12. Pero en la adjudicación tengo un monto total, por lo que no me puedo pasar de él. Si pido ampliación de 
tarea, por ejemplo en lugar de colocar 10 durmientes quiero colocar 12, capaz que ahí sí tengo que pedir una 
ampliación asociada porque le pedí más cosas. 


Estoy hablando de los durmientes porque de su estado se hace un relevamiento inicial. Después el Director de 
Obra, junto con la empresa, recorre la obra y va diciendo cuáles hay que cambiar. Los durmientes es algo en 
lo que uno puede tener, de repente, un margen, pero en los rieles es menos probable. 


Supongamos que la empresa estuviera colocando solo durmientes. Si le pedí 10 durmientes tiene que 
colocarlos por el precio cotizado. Si no hace el trabajo tiene las sanciones que correspondan, que pueden 
llegar a la revocación del contrato o a pedir que la saquen del registro de empresas. Pero no puede pasar que 
la empresa termine diciendo: "Dije que iba a hacer esto y como le erré en mi precio ustedes me tienen que dar 
más plata para que haga lo mismo". Esto no puede suceder. Nosotros tenemos un marco legal que asegura 
que eso no suceda. De todos modos, eso está todo documentado. 


SEÑOR SILVA.- No voy a realizar preguntas, porque, a mi juicio, ya han sido contestadas. 


Primero que nada, quiero agradecer la presencia de todo el equipo y del señor Ministro, que no estaba 
previsto que viniera. Me estaba fijando que hace exactamente tres meses, el 16 de abril, estuvo todo el equipo 
haciendo la presentación. Dicha reunión duró aproximadamente cuatro horas en las que nos dieron vasta e 
importante información. Asimismo, quiero destacar el relacionamiento de esta Comisión con el Ministerio, ya 
que siempre que lo citamos se coordina y vienen. 


Reitero: a mi juicio, las preguntas han sido contestadas. Tal vez quedaría algo relativo a la laguna Garzón, 
que fue planteado en su momento. De repente pueden brindar alguna información básica, aunque no están los 
directamente responsables. 


Apelo a que esto no se termine hoy. Vamos a tener otra instancia el 24 de julio y creo que sería importante 
que la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas estuviera presente, conjuntamente con la 
Comisión de Hacienda cuando esté el Ministerio, porque se van a tocar temas que nos interesan a todos. 


SEÑOR POZZI.- En realidad, no me anoté para hacer preguntas sino algunos comentarios. 


Creo que está muy bueno esto de sacarnos las dudas y poner en blanco y negro todas las cosas que a veces se 
dicen por parte de otras personas, que también tienen dudas y las plantean legítimamente. Por lo tanto, es 
conveniente que dejemos las cosas claras y debida constancia en la versión taquigráfica, para que todo el 
mundo pueda hacer referencia a ellas y seguir el proceso de plantear preguntas, si es que quedan dudas. 


Siempre sostengo que el Estadio Centenario se hizo en un año, entre que se pensó y se terminó. Si hoy 
tuviéramos que hacerlo, estaría pronto más o menos para el mundial de 2030 con suerte. Ni hablar del Palacio 
Legislativo o de la Rambla. Si los empezáramos a hacer ahora nuestra generación no los vería terminados. En 
ese momento eran más rápidas las tomas de decisiones y la ejecución de la obra. Ahora el país ha crecido, se 
ha transparentado, la democracia funciona y hay procedimientos para que los fondos públicos se gasten 
adecuadamente. Eso demora un poco las cosas, pero brinda garantías a todo el mundo de que el dinero de los 
uruguayos se dice en qué se va a invertir. Creo que está bien que eso tengamos que pagarlo con un poco de 
tiempo. El señor Ministro y todo el equipo de AFE vienen a expresarse en el día de hoy. 


También creo que el tema obras públicas, sobre todo en esta y en la Legislatura pasada -hablo de nuestro 
Gobierno- ha sido bastante controversial. Todo el mundo habla de qué pocas obras públicas se hacen. Yo no 
coincido con esa idea porque, de acuerdo con el Presupuesto asignado al Ministerio respecto a lo que está 
hecho, podemos sentirnos más que satisfechos. No lo digo porque esté el equipo del Ministerio acá. Lo he 
expresado y escrito para otros temas que se están discutiendo en mi fuerza política. Es cierto que nuestra 
fuerza política apostó mucho a la ley de participación público privada, pero también es cierto que esta ley no 
ha dado todavía los resultados esperados con respecto a que venga un privado a asociarse con lo público para 
hacer determinadas cosas. Sin embargo, las carreteras hay que seguir haciéndolas y los puertos hay que 
seguir dragándolos. Y esto se hace con lo que hay a mano. Recuerdo que hubo un debate muy fuerte respecto 
a que los privados tenían que venir a invertir en el ferrocarril. Nunca apareció ningún privado ni va a 
aparecer. Creo que el ferrocarril, desde la época de los ingleses, se hizo con fondos públicos. Lo mismo 
puedo decir de las carreteras. No recuerdo un privado, en ningún momento de la historia del país, que haya 
invertido en hacer una carretera. Sí es cierto que varios puentes se hicieron con inversiones privadas pero, 
reitero, las vías férreas y carreteras se hicieron con fondos públicos. 


Esto ha sucedido a lo largo de la historia del país y no creo que podamos encarar las cosas de una manera 
diferente. Hoy se está haciendo algo así, porque si pedimos préstamos para hacer las cosas algún día los 
pagaremos. Y son fondos públicos los que pagan estos préstamos. 


También se ha hablado mucho sobre los subsidios que recibe el ferrocarril. Si algún día el ferrocarril empieza 
a caminar bien se va a hablar mucho de este tema. Se dice que compite con la ventaja de que le pasamos 

US$ 22:000.000. Pero el subsidio que recibe el resto de la sociedad para transporte no está escrito. Un 
camión, que pesa cuarenta y cinco mil kilos, paga determinado peaje que tiene que ser subsidiado. En 
cambio, un auto pesa mil kilos. 


En este caso, todos hacemos esfuerzos para que las obras que se están encarando para el ferrocarril terminen 
como queremos, es decir con la transparencia con que deben hacerse. Finalmente, aspiramos a contar con un 
sistema ferroviario que funcione. El dinero va a salir de los uruguayos, y va a estar claramente definido para 
todos los compañeros de la oposición que quieran hacer preguntas al respecto. 


En definitiva, todos estamos esperando con tranquilidad, y con el norte seguro, un sistema ferroviario que nos 
permita transportar la carga del país. Además, seamos francos: como fuerza política muchas veces decimos 
cuáles son nuestras prioridades. Me refiero a la vivienda y la salud, por ejemplo. También debemos reconocer 
-por lo menos yo lo hago- que si no logramos que el país saque toda la producción -que es la que permite 
solventar las prioridades que estamos marcando- nos vamos a encontrar con un cuello de botella difícil de 
resolver. Por eso está bien que se hagan las preguntas, nos enteremos de cómo son las cosas y que se aclaren 
las dudas. Hablábamos con el señor Ministro Pintado en otro lado y decíamos que en política, como en el 
amor, lo que queda dentro se pudre. Entonces, más vale que todo se transparente y se diga cómo son las 
cosas. Así podremos trabajar tranquilos para construir los sistemas ferroviario, carretero y portuario que 
permitan que la producción salga rápido y barata. Con ello podremos solventar las cosas que restan. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- En términos generales comparto lo que dice el señor Diputado Pozzi. 
Creo que ha hecho un recuento bien claro de lo que todos queremos. Nadie quiere desconocer ni 
conocer más de lo que hay. Esto ya lo dije. Lo que aquí importa es que nosotros, Diputados de la 
oposición, tengamos las respuestas que nos interesan, sobre todo desde el punto de vista de los 
procedimientos. 


Entendí perfectamente lo que dijo la señora Tabacco respecto a cómo es una licitación y cómo se compara, y 
como alguna idea tengo, me ha refrescado la memoria. El señor Ministro hace referencia a las ampliaciones, 
y todo eso está muy bien. 


Quisiera hacer una pregunta porque hay algo que me preocupa. ¿Cuál es la interpretación que hacen el señor 
Presidente y el señor Vicepresidente sobre la CFU? Voy a hacer un pequeño esbozo, y si es distinta la 
interpretación, pido que me corrijan. 


La Corporación y AFE, en partes iguales, integran o permiten la integración -con distintas cosas que aportan- 
de una sociedad anónima, CFU que, en definitiva, es del ámbito público manejándose en el ámbito privado. 
Esto le permite operar, en determinadas condiciones, las cosas que AFE por sí sola no podía hacer y la 
Corporación tampoco. Quiere decir que AFE es dueña de determinadas cosas y la Corporación es la que, 
supuestamente, debería recibir dineros para invertir, lo que hace a través de la CFU. Y la CFU hace esta obra, 
de la que estamos hablando. 


Si no entendí mal, la CFU tiene un Gerente General y no un Directorio. ¿Bajo qué condiciones se maneja la 
CFU, fuera de lo que es una licitación o una oferta, donde gana? A mí esto no me cerró y me lleva a hacer 
otra pregunta. Si ella es parte de esa integración de la sociedad anónima entre la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y AFE, si los recursos que tiene son aquellos que entiendo que son los presupuestales que le 
fueron asignados a AFE -y eventualmente alguna otra cosa que desconozco- para un hecho concreto que es la 
realización de una licitación que ganó correctamente, ¿qué otros ingresos tiene cuando pertenece al Estado? 
En definitiva, ¿el Gerente General de esa sociedad anónima no responde a nadie? ¿Es autónomo, es libre e 
independiente y se declara soberano? ¿O tiene jerarcas? A mí me parece que tiene. 


Puedo haber interpretado mal, pero la compra de maquinaria se hace dentro de la autonomía que tiene la 
CFU. Desde mi punto de vista, la autonomía que tiene está restringida al Directorio que forman la 
Corporación y AFE, o a otro jerarca que tiene que existir. Es así porque es parte de la Administración pública, 
aunque se maneje dentro del Derecho privado, y tiene que responder ante algún jerarca público lo que gasta y 
de dónde le ingresa el dinero, más allá de que en una obra específica -como se aclaró y no tengo dudas- 
presentó las cuentas, y está clarito. Pero en todo lo demás tiene que responder a un jerarca. ¿Cuál es el jerarca 
que responde? Si no es así, no me cierra desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Estamos confundiendo dos empresas 
distintas. 


La Corporación Ferroviaria del Uruguay nace a partir de lo que explicamos, es decir la ley que encomienda la 
concesión de las vías a la CND. Esta crea una empresa que se llama Corporación Ferroviaria del Uruguay, 
que en un principio la integró un representante de AFE. Ahora cambió, y no la integra más AFE. Ya no tiene 
más nada que ver con esa Corporación Ferroviaria del Uruguay, que es la que participó en esta licitación de 
construcción de infraestructura. Nunca tuvo acciones y era de entera propiedad de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo. En un momento, la CND entendió que un representante de AFE debía estar en el 
Directorio. Ahora no lo integra más porque la CND resolvió que va a ser subempresa y entendió que ante el 
cambio operativo no se justificaba esta empresa. ¿Por qué estaba AFE? Porque como se había hecho un 
convenio para la construcción de una vía, era bueno que el contratante estuviera allí. Pero ahora, cuando se 
entraba en un proceso competitivo, donde se va a licitar, no era bueno que una parte del Estado integrara el 
Directorio de una empresa que iba a hacer una obra para el Estado. 


La otra empresa, la que tiene Gerente General, es la que se llama Servicios Logísticos Ferroviarios. Es la 
operadora que nace a partir de un decreto de 2011, y no está integrada en partes iguales. El 51% del paquete 
accionario lo tiene AFE y el 49% la CND, al influjo del artículo 206 de la Ley de Presupuesto de 2005 y del 
Decreto N* 473. Por estas normas se autoriza a AFE a hacer sociedades con la CND para el transporte de 


cargas y rehabilitación de las vías férreas. Si la memoria no me falla, esto es así y está vigente desde el año 
2005. 


Esta es la empresa de transporte ferroviario, que sí tiene Gerente General. Y AFE, que es mayoritaria en esta 
empresa de propiedad estatal, junto con la CND, sigue siendo el Ente Autónomo que se va a encargar de la 
infraestructura. Es como si AFE, Ente Autónomo, fuera el Ministerio de Transporte y Obras Públicas de las 
rutas, y tuviéramos una empresa de camiones que circulara. Aclaro que el Estado no la tiene ni quiere tener 
ninguna empresa estatal o sociedad anónima vinculada a los camiones. 


Alguien ha dicho que la Unión Ferroviaria y quien habla coincidimos en que no queremos permitir a los 
privados que circulen por las vías. Hay gente que cree que todo tiene que ser privado y que el Estado no debe 
intervenir en nada. Créanme que nosotros estuvimos analizando esa posibilidad, no solo porque no tenemos 
ningún prejuicio -tampoco somos privatizadores-, pero la realidad manda. Y nunca se prohibió a los privados 
circular por las vías férreas, ni siquiera después del 2005. 


Cualquier empresa que quiera constituir una empresa ferroviaria en Uruguay hoy puede hacerlo. Solo tiene 
que pedir el permiso para circular por las vías. Es por ello que también, a través de la Dirección de Transporte 
Ferroviario, estamos viendo cuáles son las regulaciones que debe tener alguien que quiera ser operador. Digo 
esto porque, en términos de futuro, ALL está llegando a la frontera con Brasil; puede querer venir a 
Montevideo, y nadie se lo puede prohibir, salvo trocha. 


Queremos que la empresa privada de propiedad estatal tenga un acuerdo de complementación. Hubo trenes 
argentinos que vinieron experimentalmente, aunque sabíamos que no iba a dar demasiado resultado. No hay 
ninguna prohibición de circular. Lo que ocurre es que los privados no tienen interés en explotar el ferrocarril. 
Lo vemos con el Banco Mundial. El mercado no da para que haya más de una empresa. No tenemos 
animosidad con los privados pero defendemos los intereses del Uruguay. ¿Ustedes creen que si el sector 
privado ve una oportunidad de negocio no se mete? Como señalaba el señor Diputado Pozzi, si no 
construimos infraestructura el Uruguay se viene abajo. A nadie se le mueve un pelo cuando doña María paga 
las rutas cuando compra un quilo de arroz, pero se viene el mundo abajo cuando se trata de cobrar; se 
pregunta por qué no pagan los que la usan para hacer dinero. Entiendo que el órgano más sensible del ser 
humano es el bolsillo, pero debemos ver algunas otras cuestiones. 


Debo reconocer que hay algunas empresas que van por otro camino. Ese es el caso de la empresa Finsa, en 
Rivera. La Intendencia de Rivera, nosotros y esa empresa pusimos la misma cantidad de plata para asfaltar un 
camino rural de 15 kilómetros. A la empresa le conviene porque produce madera de calidad y la exporta, y el 
resultado es beneficioso para la comunidad y para el departamento. En Paysandú, hicimos un convenio con la 
Intendencia de Rivera y UPM por un tramo de 10 kilómetros; quizás no se hizo el mejor piso del mundo, 
pero mejoró sustancialmente. Otro ejemplo constituye la construcción de un puente por parte de UPM entre 
los departamentos de Durazno y Cerro Largo; para ello, le estamos damos la madera de algunos árboles que 
molestan en las rutas. Pero estos son pequeños atisbos de un Uruguay que debería seguir este camino, pero 
está en otra cosa. Lo digo porque esto es lo que viene o lo que debería venir. Por supuesto que no me refiero a 
las contribuciones que se están haciendo, porque la empresa Finsa puso US$ 4:500.000; así no se resistirá. 
Creo que si todos pagaran un poco, no habría que hacer estos desembolsos. 


Hago ese planteo en términos programático. Como estoy diciendo a los Intendentes de todos los partidos, 
sería bueno que los programas partidarios incluyeran lo mismo para el próximo período de Gobierno -los 
cuatro-: un fondo de mantenimiento vial nacional y departamental. Si no tenemos un fondo para el 
mantenimiento vial, el cambio de estándar de la caminería, pasando de la piedra a algún nivel de carpeta o de 
tratamiento vituminoso simple, resultará imposible. Si las autoridades de Gobierno nacionales y 
departamentales no tienen garantizado un fondo que les permita hacer los mantenimientos, la posibilidad del 
cambio de estándar es un sueño que estará siempre postergado. 


El segundo acuerdo debería ser ir hacia un sistema de pagos por uso, que no fueran peajes. Hoy hay 
tecnología satelital que hace que se pueda pagar, efectivamente, por el uso de la ruta, inclusive estableciendo 
precios diferenciales por horario, por el tipo de piso y demás. Todo eso se puede establecer para el futuro. 
Pero debe haber un acuerdo político. ¿Por qué no lo planteamos ahora? Porque frente a una campaña 
electoral, nadie plantea pagos; nadie. Cuando me junto con los Intendentes, nos ponemos a llorar juntos por 
todo lo que tenemos que hacer. Todos han recibido recursos, pero son una fuente inagotable, nunca alcanzan. 
Entonces, tenemos que pensar en sistemas más racionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una pregunta con relación al final de esta primera etapa y a la 
recepción final de obra por parte de AFE. 


Supuestamente, esta empresa ganó la licitación para la segunda etapa, por lo que creo que será bueno evaluar 
s1 hizo el trabajo como correspondía y si rindió cuentas como debía hacerlo. 


Voy a hacer un planteo, teniendo en cuenta la versión taquigráfica de la Comisión del Senado a la que 
concurrieron las autoridades de la CFU. Por el artículo 123 de la Ley de Rendición de Cuentas del año 2005, 
se autorizó a hacer este convenio y a gastar hasta $ 604:250.500. Eso no quiere decir que se esté obligado a 
hacer ese gasto. Un integrante de la CFU expresó que lo total invertido, finalizando diciembre de 2012, fue 
de $ 520:000.000. Por parte de las autoridades de AFE, se expresa que la aceptación del dinero a activar fue 
de $ 455:000.000. Desde mi punto de vista, si se hizo este convenio y se sacaron algunas partes que 
implicaban un gasto -como el suministro de rieles nuevos y el aparato de vía reconstruido-, el sobrante de 
dinero no debía ir a la CFU, sino que debía quedar en el Estado. Es un dinero presupuestal. De acuerdo con la 
Rendición de Cuentas, se recibirían los fondos de manera escalonada, dependiendo de los distintos años. 
Supuestamente, el que autoriza esos fondos es AFE. Entonces, ¿AFE autorizó desembolsar $ 604:250.000? 
¿Cuál es la cifra final cuando recepcionó la obra? 


Estuvimos trabajando en este asunto con el señor Diputado Saravia Fratti y nos quedó una duda. Leímos 
muchas resoluciones del Directorio de AFE, pero no encontramos la resolución del Directorio por la que hace 
la recepción final de la obra; sí encontramos la resolución para la activación del dinero, pero es algo 
diferente. 


No me resultan claros los números finales. Creo que en caso de haber sobrante de dinero, la empresa no se 
debió haber quedado con él, sino que debió haber permanecido en el Estado. 


SEÑOR SETELICH.- Insistimos en que el monto a activar por la obra en la línea de Rivera -tenemos 
los documentos correspondientes, porque todo esto tiene base documental; no son números que se 
manejen por correo electrónico, sino que son documentos escritos con un formato determinado, que 
permiten validar que quien los emite es quien tiene potestad para hacerlo-, que se menciona como la 
primera etapa del convenio, ha sido de $ 445:575.803. Eso es lo que figura por escrito; lo solicitamos a 
la CFU, no es un número generado por nosotros. 


En lo que tiene que ver con el contrato, la contrapartida o el suministro de fondos, hicimos las instancias de 
inspección de la obra y demás -se mencionaron previamente-, pero no teníamos -por lo menos desde que 
estamos ejerciendo el cargo- un mecanismo por el cual autorizar partidas, giros o pagos. Estábamos incluidos 
en un convenio que nos generaba determinadas obligaciones, como las que mencioné en cuanto a poner 
personal por un monto determinado, actividades de coordinación, etcétera; obviamente, teníamos registro de 
las horas extra que se generaban y demás. Pero en ningún momento tuvimos -por lo menos, en la etapa en la 
que nos tocó gestionar- un mecanismo por el cual generáramos una decisión que implicara transferencia de 
fondos a la CFU. El contrato se regía sobre la base de fondos que venían por un canal dispuesto por la ley 
mencionada y nosotros poníamos la parte que nos correspondía, de acuerdo con el convenio. Asimismo, 
hicimos la evaluación final, que desembocó en el documento en el que se menciona esta cifra como el monto 
a activar. Ese fue el formato de relacionamiento y el marco en el cual se dio la actuación de AFE. 


Haremos llegar a la Comisión el documento solicitado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen el documento de recepción de la obra? 


SEÑOR SETELICH.- Hicimos un documento de resolución de obras; lo vamos a enviar. Algunos son 
documentos internos y no son tan formales, pero vamos a enviar esa información y aclararemos esto o 
lo corregiremos, si fuera el caso. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Sé que el Parlamento está 
acostumbrado a que este Ministerio ejecute el cien por cien de la inversión; lo hemos 
malacostumbrado. El hecho de que uno tenga autorización para gastar recursos hasta determinado 
monto, no quiere decir que los desembolsos del Ministerio de Economía y Finanzas sean hasta ese 


monto, devolviendo después el dinero. El Ministerio de Economía y Finanzas va librando las partidas, 
sabe cuál es el límite, pero si se gasta menos, queda contento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. Pero formulo esa pregunta porque las autoridades de la 
CFU han manifestado que invirtieron $ 520:000.000 y que el resto, o sea $ 84:000.000, quedó como 
parte de los activos de la empresa. 


Hay un convenio firmado, supuestamente, cuando se inició la obra, y se sacaron algunas partes; si se saca 
algo es porque saldrá más barato. Entonces, si salió más barato, entendemos que ese dinero debía quedar en 
el Ministerio de Economía y Finanzas y no entregarse a la empresa. Se trata de $ 84:000.000. 


SEÑOR CAGGIANI.- No soy economista ni contador, pero leí la versión taquigráfica de la Comisión 
del Senado a la que hicimos referencia e interpreté algo diferente. 


Voy a leer parte de la versión, en la que se establece: "El origen de los fondos para este financiamiento estaba 
previsto en el artículo 123 de la Ley N* 18.046 de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
del año 2005 que expresa lo siguiente [...]" -a continuación, establece la partida de hasta $ 604:250.000- "El 
total invertido a diciembre de 2012 alcanzó a $ 520:000.000 [...]". Lo que establece la CFU son los activos 
que tiene, parte de los cuales es maquinaria que tuvo que comprar para hacer las obras. No hay ningún tipo de 
cuestión espuria. 


En realidad, esos $ 84:000.000 están invertidos en equipos. En ese sentido, en la versión taquigráfica se 
establece: "El equipo propio se puede clasificar en cuatro tipos. Hay un equipo que es pura y exclusivamente 
para el desplazamiento en vía. Como comentaba hace un momento, a la vía se llega a través de pequeños 
tractores de vías llamados zorras y de acoplados, donde se llevan herramientas y personal.- Otro tipo de 
equipo es el de apoyo a cuadrillas. [...] Un tercer tipo de equipo es el que se necesita para el transporte de 
materiales más pesados como puede ser balasto y durmientes. [...] Por último, existe un equipamiento de 
conformación de subrasante y mantenimiento de drenajes". 


En la versión, además, se detalla todo el equipo que se ha comprado, que forma parte de los activos y de esos 
$ 84:000.000 a los que se hace referencia. 


Además, la doctora Adriana Rodríguez y el ingeniero Fernando Scolieri expresaron que los balances 
contables de la CFU, que es una empresa pública de derecho privado, están auditados por una empresa 
reconocida como es Pricewaterhouse Coopers y están publicados en la página web. O sea, no hay misterio. 


Hay que leer las versiones taquigráficas e interpretarlas como corresponde. En todo caso, podemos citar a la 
CFU para seguir analizando el tema. Creo que es bueno que la oposición trate de controlar, porque es parte de 
su función, pero aquí no hay nada más allá de lo que figura en la versión a la que hice referencia. 


Creo que tanto el Directorio de AFE como el señor Ministro y el Subsecretario de Transporte y Obras 
Públicas han sido coherentes. En realidad, se ha descrito cómo se está desarrollando la reforma del transporte 
ferroviario, por lo que no hay más que seguir trabajando a efectos de impulsarla, porque va a servir al país en 
su conjunto. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- Me parece muy bien lo que se está diciendo, pero algunas cosas deben 
quedar claras. 


La explicación del Directorio de AFE me permite saber qué hechos son responsabilidad y autoría de AFE y 
cuáles no, porque no crean que para quien no está en estas cosas es fácil interpretar. Yo interpreté mal a AFE 
y a la Corporación con respecto a la naturaleza de la CFU. 


Me queda claro que AFE está haciendo las cosas. Todos estamos de acuerdo con que, sin perjuicio de que en 
los últimos cincuenta años no hicimos nada con AFE, más que robar algún durmiente de las vías para ponerlo 
arriba de la estufa, ahora se están haciendo cosas, y apoyamos lo que está haciendo el Gobierno. 


Lo que preciso saber es, entre tanta maraña, a quién corresponde cada cosa. Evidentemente, no conocemos el 
destino de aproximadamente $ 80:000.000 de la asignación presupuestal, que es la diferencia de la asignación 
presupuestal de $ 604:000.000 para que AFE realizara determinadas obras y lo que dijo que gastó la empresa, 
que fueron $ 445:000.000. 


No conozco -por eso son importantes las respuestas de los Directores de AFE- una norma que establezca que 
ese sobrante de los $ 80:000.000 de la asignación presupuestal -que es una asignación específica- pueda 
quedar integrado al patrimonio de la CFU -en esto dejo afuera a los Directores de AFE-, porque en ningún 
lado se establece que además va a comprar maquinaria, zorras, etcétera. 


La CFU tiene un contrato legal o un acuerdo por el que construirá un tramo de vía bajo ciertas condiciones, y 
eso costó tanto. La diferencia entre lo que gastó y los $ 604:000.000, habilitados por el Presupuesto, no sé 
dónde están, quién se la apropió -dentro del Estado-, tampoco con qué autorización legal, y es lo que quiero 
saber. 


Con lo que se ha explicado, evidentemente, los Directores de AFE tal vez no puedan contestar, y el señor 
Ministro, con un claro concepto político, dijo que en definitiva todo esto está afuera del manejo del 
Ministerio, porque la Corporación y las sociedades anónimas, aparentemente creadas por la Corporación, son 
autónomas. 


Lo que quiero saber es dónde está la diferencia, es decir, si se integró como capital a una empresa de la CFU, 
u otra, y cuál es la norma habilitante, que a mi entender no existe. 


Por lo tanto, entiendo que ese dinero presupuestalmente corresponde a AFE, porque así está establecido en la 
Ley de Presupuesto, que era parte de una asignación para construir vías. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Se está interpelando al Gobierno 
anterior. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- Yo no interpelo, sino que pregunto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Esto se debió preguntar en el 
período pasado. 


(Diálogos) 


Nos hemos referido a la naturaleza jurídica de los actos y no a cuándo se terminó la obra y en qué 
Rendición de Cuentas se previó, pero al parecer estamos un poco apurados. 


Es decir, se pregunta sobre la naturaleza jurídica de los actos y no de los números, que son claros. AFE 
muestra una cifra de más de $ 500:000.000, que sumados a los $ 80:000.000 da los $ 604:000.000. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 
—Hay una parte de estos cálculos que no podemos responder, por las razones que di hoy. 


La pregunta de cuál es acto jurídico habilitante, no estoy en condiciones de contestar ahora, porque es una 
derivada de las resoluciones que se tomaron, con amparo legal, en el período pasado. 


(Diálogos) 


Hay algunos detalles que tienen que ver con la naturaleza jurídica del acto, que hoy no estoy en 
condiciones de responder. 


Se concesionó la vía férrea a la CND y por eso interviene la CFU, y ese es el documento que falta. 


(Diálogos) 


Debe haberse suscrito un convenio entre AFE y la CND. 


(Diálogos) 


Parto de la base, y lo reafirmo, que acá nadie se quedó con un vuelto; nadie lo dijo, pero lo digo yo. El 
problema es que, sin acto jurídico habilitante, los números no cierran como correspondería, de acuerdo con 
nuestras lógicas. 


Es decir, hubo una autorización presupuestal expresa para gastar una asignación y después otros actos por los 
que AFE firmaba convenios con la CND, concesionando obras, y habría que conocer sus contenidos para que 
confirmar que la contabilidad cierre. No tenemos ese documento, pero lo vamos a buscar. 


SEÑOR SARAVIA FRATTL Falta el vuelto y saber si está en el bolsillo correcto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No me gusta hablar de "bolsillo 
correcto” sino de institución correcta. 


En síntesis, entendí la pregunta y analizaremos el acto jurídico habilitante y sus alcances. 


Sin embargo, digo con mucha tranquilidad que no va haber responsabilidad, pero si la hubiera, tendríamos un 
problema: cómo resolver el pasado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y el futuro, porque la empresa tiene la concesión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En ese caso, no habría problema, 
porque está operando como una empresa constructora. 


Entiendo que se defienda a muerte al sector privado, pero el sector privado también se tiene que cuidar de no 
abusar. 


SEÑOR SARAVIA FRATTI.- Cualquier error administrativo que se haya producido, sería fácilmente 
subsanable, y si lo encontráramos deberíamos corregirlo y ubicarlo en el lugar que corresponde, 
porque el Estado dispone de la ley básica corregir el error administrativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hubiera más preguntas, el señor Ministro me pidió la palabra para 
hacer una aclaración. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quedaron pendiente dos respuestas; 
una tiene que con la accesibilidad a puertos. 


La doctora Carmen Torena, del Departamento Jurídico de Vialidad, elaboró un informe jurídico y ante 
distintas preocupaciones nos plantea que el artículo 49 del Código Rural aprobado por la Ley N* 10.024, de 
14 de junio de 1941, dispone que "Son caminos nacionales aquellos que por ley se declaran tales, cada vez 
que se considere necesario, aunque no tengan origen en la Capital de la República.- Son caminos 
departamentales los que conducen de un Departamento a otro, y los declarados tales por las respectivas 
autoridades municipales”. 


Por su parte, la Ley de Caminos de la República, aprobada por el Decreto Ley 10.382, del 13 de febrero de 
1943, dispone que "Corresponde al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, previo informe de la Dirección de Vialidad, designar los caminos nacionales". Es decir, no se 
requiere ley, sino un informe de la Dirección de Vialidad y el Ministerio lo eleva al Poder Ejecutivo. 
Asimismo, el artículo 4” de la misma norma dice: "Tendrán iniciativa para calificar los caminos nacionales" - 
subrayo "iniciativa"- "el Poder Ejecutivo, la Dirección de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, las 
autoridades municipales y núcleos de vecinos por intermedio de las autoridades municipales respectivas. 
Toda iniciativa en tal sentido deberá elevarse al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a los efectos de su 
resolución definitiva por el Poder Ejecutivo, previo informe de la Dirección Nacional de Vialidad". 


A su vez, el numeral 1* del artículo 5* del Decreto-ley 10.382 establece: "Sólo podrán ser calificados como 
nacionales: 


1% Los caminos que unan directamente: [...] B) La Capital de un Departamento o un camino nacional, con un 
puerto nacional, estación ferroviaria terminal, paso importante (con Receptoría) de la frontera del país, 
parque público nacional o población balnearia designada por ley". 


La existencia de una norma es una condición necesaria, pero no suficiente. Si a un Municipio, a un 
departamento o a alguien se le ocurre decir que tal carretera que no vincula ciertos puntos debe ser declarada 
nacional, ni siquiera se considera, pero la conclusión que saca esta jurista es que no existe una norma jurídica 
que sostenga o exprese que los accesos a un puerto nacional, de hecho y por sí, sean jurisdicción nacional. 
Los caminos que unan directamente la capital de un departamento nacional, pueden ser calificados como 
nacionales. Que un acceso a puerto de una capital departamental pueda ser calificado como nacional, no 
quiere decir que lo sea, porque claramente si el puerto de esa ciudad está integrado a ella constituye un todo 
con la ciudad. Quien invoque que el acceso a puerto es de jurisdicción nacional, debe probar sus dichos con 
la ley que calificó a ese acceso como nacional, de acuerdo al artículo 49 del Código Rural. En efecto, un 
camino no se califica por sí como nacional o departamental, sino que, como expresa el artículo 1* del 
Decreto-ley mencionado, todo camino público de la República deberá ser calificado por la autoridad que 
corresponda, con excepción de lo establecido en el artículo 6” de la Ley de Caminos de la República. 


Por las razones expuestas, este Ministerio no está obligado a construir los accesos a un puerto nacional 
integrado a una ciudad, si no es calificado de la siguiente manera, concluye el informe de la jurista. 


¿Qué pasa con el puerto de Nueva Palmira, el de La Paloma y, como agrega el señor Diputado Otegui, el de 
Montevideo? Las rutas están declaradas; en el caso de La Paloma, la Ruta N* 15 llega al puerto de La 
Paloma. Construimos un camino paralelo a la vía, para que se evitara llegar por la Ruta N* 15, por donde 
pensábamos llegar, después de un acuerdo con los vecinos, que no querían que se desarrollara el embarque de 
madera. 


En Nueva Palmera existía la ruta nacional, llegaba hasta ahí antes de que fuera un enclave portuario, y por 
eso es nuestra responsabilidad. En Fray Bentos, la ruta es nacional, pero no así en Juan Lacaze, que tiene un 
puerto carguero, donde no llega la ruta y no es nuestra jurisdicción, sino de la Intendencia. El Puerto de 
Piriápolis es jurisdicción de la Intendencia; más allá de que sea un puerto deportivo, igual es un puerto. El 
Puerto de Montevideo sí es nuestro. Puntas de Sayago, en la rambla portuaria, es acceso nacional. Como 
ustedes saben, la jurisdicción nacional termina en 25 de Agosto. Hay Diputados que nos reclaman que le 
pongamos nombre a la Rambla 25 de Agosto porque es nuestra jurisdicción, pero llega hasta después de la 
Terminal de Contenedores. Con respecto a Puntas de Sayago, ayer tuvimos que hacer un convenio con la 
Intendencia al que accedimos porque nos dan la plata; de lo contrario, no lo haríamos. Gas Sayago y ANP nos 
financian la obra para construir la accesibilidad a Puntas de Sayago. Nosotros presupuestalmente no tenemos 
previsto este acceso. No es un capricho nuestro, pero antes de hablar de números tenemos que hablar del 
proyecto, cómo sería y cómo se accede. Para eso hemos ofrecido una asistencia técnica. No hay ningún tipo 
de discriminación con la Intendencia de Paysandú ni con ninguna otra en cuanto a la colaboración que 
prestamos. Vamos a un ritmo de US$ 200:000.000 al año. El año pasado fueron US$ 232:000.000, y la 
verdad es que no estamos pudiendo cumplir con todo. Hemos inaugurado el pavimento con tecnología 
"whitetopping" de la Ruta N* 24, que ahora se llama "Guyunusa", y la estamos ampliando porque se trata de 
una modalidad constructiva. Por otra parte, queremos atender la Ruta N* 3. Ojalá se pueda utilizar ese tipo de 
tecnología en esa ruta. 


Tenemos algunas urgencias. No es que estemos cerrados sino que ahora no disponemos de los medios y no 
tenemos ninguna obligación de hacerlo. Previo a eso debemos hacer estudios técnicos porque hay que ver, al 
final del recorrido, si esa es la mejor manera de acceder al Puerto de Paysandú. Tenemos un problema con las 
ciudades del litoral que son ciudades puerto: nadie pensó en los accesos porque nadie imaginó que iban a 
desarrollarse de la manera en que lo hicieron. Ahora nos dimos cuenta de que había que adaptar las 
embarcaciones al río y no el río a las embarcaciones. Yo vi cargar las barcazas en Paysandú. Hicimos 
remodelaciones en el puerto con la aspiración de un movimiento granelero muy grande. Sé que ese es un 
problema, pero nosotros queremos salvar nuestra responsabilidad. ¿Esto quiere decir que no seamos sensibles 
al problema? Somos sensibles, y por eso ponemos la disposición de nuestros técnicos para trabajar en la 


elaboración de un proyecto. Después veremos cómo lo financiamos. Reitero que no es nuestra obligación. En 
el futuro, con otros recursos, veremos, pero son obras carísimas. 


SEÑOR OTEGUL. Si el Ministerio lo toma como propio, tiene la facultad para hacerlo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La facultad la tiene pero quiero 
tomar la resolución con los recursos. 


SEÑOR OTEGUI.- Yo no pido los recursos ni la resolución ahora. La consulta en la Comisión viene 
por un debate público que se dio en Paysandú que creo que no tiene sentido porque, en definitiva, 
tenemos que mirar para adelante y tratar de buscar la solución a los problemas. Además, 
históricamente los accesos al puerto venían por otro lado. Me queda claro que el Ministerio es el que 
puede resolver si le da carácter nacional a instancias del propio Ministerio o de la Intendencia. En ese 
sentido, cuando esté el informe técnico con los estudios correspondientes se verá qué trámite se le da. 


Si hubiera privados interesados en impulsar algún otro punto de carga que no fuera el puerto actual de 
Paysandú, ¿podrían hacerlo? 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Todo es posible. El puerto es para 
usar. 


En cuanto a las zonas logísticas previas al puerto, también es posible. Analicémoslo con la ANP -que es un 
actor que debe estar presente-, con la comunidad portuaria y con el propio Ministerio. No tenemos problema 
en hacerlo. Después veremos si es conveniente o no. Esto lo estamos haciendo con privados. Nos pagan y 
después vemos cuándo lo devolvemos. En eso no hay problema. Antes que nada tiene que haber un proyecto, 
y para que haya un proyecto necesitamos a los técnicos trabajando. Nosotros no le vamos a imponer el 
modelo a la Intendencia. Tenemos que intercambiar, poner a nuestros técnicos para armar una comisión. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- No se trata de sorprender con absolutamente nada. Creí haber usado los 
canales correspondientes, ya que presenté una nota que refería a dos temas. A veces, si no se está 
avisado, uno no está preparado para responder sobre una obra con determinada complejidad. Más allá 
de otras instancias que hubo en este Parlamento, no es la primera vez ni va a ser la última que este 
tema vaya a ser tocado en el Senado, en la Cámara de Representantes y en otras Comisiones que 
pueden estar de alguna forma vinculadas o relacionadas. Sin embargo, ya que contamos con la 
presencia del señor Ministro estaría bueno que nos hiciera una puesta a punto respecto a la etapa en la 
que se está en materia de construcción del puente. Me preocupa algún trascendido de prensa en el que 
se mencionan las obligaciones del empresario Constantini -que están estipuladas por contrato- que ha 
manifestado sorpresa porque en principio había un costo previsto para la totalidad del puente y 
posteriormente ese costo ha aumentado considerablemente. Hubo autoridades que dijeron que ese 
costo se asumiría por partes iguales entre el privado y las autoridades públicas. Me gustaría conocer la 
opinión del señor Ministro en tal sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El puente de la laguna Garzón, ese 
pedazo que está sin derruir que fue una iniciativa privada de los años sesenta, es el monumento al 
Uruguay inconcluso. Yo no quiero destruirlo sino dejarlo como una muestra del Uruguay que no debe 
ser. Si se hubiera construido en la fecha indicada, hoy no estaríamos discutiendo este asunto. Pasaron 
cincuenta y tres años, y un poco menos desde que ocurrió lo que era difícil que ocurriera: que 
Maldonado y Rocha estuvieran de acuerdo en la necesidad de construir una vía de comunicación entre 
los dos departamentos a partir de algo que para la Dirección Nacional de Medio Ambiente era 
fundamental, que es el ordenamiento territorial. Si los puentes son factores de destrucción del medio 
ambiente -que siempre lo son-, también son la causa para no hacer nada. En ese caso, yo propondría ir 
dinamitando todos los que construimos. Es más: estoy seguro de que es más complicado para los 
aspectos medioambientales el de la laguna de José Ignacio, cuyo refuerzo inauguramos con bombos y 
platillos porque está justo en la desembocadura, o el ondulado paralelo que hicimos en la Barra de 
Maldonado. Pero nadie está planteando eso. 


Se consiguió un ordenamiento territorial por parte de Rocha y el acuerdo de Maldonado, y las dos 
Intendencias plantearon al Ministerio de Transporte y Obras Públicas la necesidad de construir ese puente. 
Como en Uruguay no estamos en socialismo sino en un régimen capitalista y no todo es del Estado, la 
legislación vigente permite a los privados hacer un negocio y enfrentarse a otros privados que también hacen 
negocio. El Estado es el que articula todos esos líos, y los privados ofrecen un proyecto de inversión que 
incluye la financiación de ese puente. El Intendente de Rocha entiende que hay que prosperar en su 
construcción porque se evitaría que servicios más contaminantes se radicaran allí, ya que la gente cuando 
radica sus casas de veraneo hace lo mismo con sus servicios si no los tiene a mano. Entonces, era mejor que 
se utilizaran los servicios existentes del otro lado a los efectos de evitar mayores problemas ambientales. 


Se inició todo el proceso de autorización ambiental del puente, que iba a ser común y corriente, con un costo 
determinado, al que el privado se había comprometido mediante un convenio que se hizo con las 
Intendencias. Allí se establecía muy claramente que el costo de la obra que se había pensado inicialmente, 
más allá de que no se manejó un monto concreto, estaría a cargo del privado, pero también había una cláusula 
que decía que si por razones del Estado los costos se elevaban, el Estado se tenía que hacer cargo de la 
diferencia. Tuvimos un largo proceso de contestación de preguntas a cuentagotas frente a la Dinama, porque 
no queremos que el progreso se dé a costa del desarrollo sustentable. 


Finalmente se nos propuso -al Estado, no al privado-, por parte del arquitecto Rafael Vignoli, un 
asesoramiento gratuito como condición para construir una opción al puente tradicional para el que la Dinama 
tenía algunas objeciones -nosotros no-, a fin de que se lograra el consenso de todos. La primera iniciativa fue 
un puente construido sobre balsas. El problema es que hay momentos en que el agua está a 67 centímetros y 
esas balsas quedan enterradas. Por otra parte, no se resolvía el problema de los pescadores. Había que abrirlas 
y era toda una complicación. Finalmente, el arquitecto Vignoli, que no está de acuerdo con el puente pero se 
dio cuenta de que la resolución es irreversible, dijo: "Bueno, vamos a hacer las cosas medioambientalmente 
más amigables", y nos propuso un puente que de por sí va a ser un atractivo turístico, porque va a ser un 
paseo público, no se va a poder ir a velocidad y va a permitir otro tipo de circulaciones. Pero el costo de este 
puente es el doble de lo que inicialmente estaba previsto, aproximadamente US$ 10:000.000. Si una obra en 
2005 valía US$ 2:500.000, en 2010 ya estaba en US$ 4:500.000, porque las cosas aumentan. Hay un 40% 
solo de aumento de precios de construcción, más los insumos. 


Estamos discutiendo con el privado pero todavía no llegamos a acordar de qué parte se hace cargo cada uno. 
Estamos hablando de mitad y mitad; eso es lo que tenemos avanzado. Ellos empezarían la obra, nosotros 
haríamos los accesos y completaríamos la superestructura, la parte paisajística y de paseos, pero no la base 
estructural. Estamos en ese camino. La idea es que las obras empiecen este año. 


Remitiéndonos a lo que nos pedía la Dinama, nosotros declaramos la Ruta N* 10 entre José Ignacio y la Barra 
de Rocha como Ruta de Valor Turístico, para que haya ciertas prohibiciones a determinado tipo de tránsitos. 
Cuando el Ministerio pasa la jurisdicción departamental de una ruta también pasa los problemas. Estamos 
tratando de pasarle la jurisdicción de la Ruta N” 10 al ámbito departamental. En la laguna de Rocha no va a 
haber puente ni conectividad con La Paloma. Esta es la situación en la que estamos hoy. 


Somos optimistas pero no quiero entrar en el terreno de las especulaciones. Nosotros mostramos hechos y 
obras concretas. Lo que decimos está en nuestro plan. 


¿Por qué asumimos ese compromiso extraordinario? Porque creemos que eso le trae retornos al Uruguay. No 
somos inocentes; los intereses económicos son intereses. No los mido con valor de pureza o impureza porque 
del otro lado hay posiciones que tienen el signo contrario desde el punto de vista económico. Pero esa es la 
labor de los gobernantes: estar en el medio de las tensiones entre privados que quieren sacar lo mejor para sus 
inversiones. 


Hemos cumplido con las exigencias de la Dinama, a tal punto que si esto sale más caro es por cumplir con las 
restricciones medio ambientales que había que superar. Sabemos que hay otras opiniones. Estuvimos 
analizando las alternativas de esa construcción que se nos pedía, pero no es sustentable y, además, triplicaba 
los costos. 


Continuamos una labor iniciada respecto a un proyecto que logró que se alinearan dos departamentos como 
Maldonado y Rocha, que entendieron que si bien los dos tratan de captar turistas no tienen por qué hacerlo 
compitiendo sino complementándose, ofreciendo opciones turísticas bien determinadas que permiten que el 


turista tenga distintas opciones para visitar Uruguay. Esta inversión es sumamente necesaria. Insisto en que el 
monumento al Uruguay inconcluso la gente lo debería tener como un mirador. No hay que dinamitarlo sino 
dejarlo como un ejemplo de lo que no hay que hacer. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Tengo el contrato y no encuentro esa salvedad donde el Ministerio puede 
tener que hacerse cargo de la mitad del precio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No tengo aquí los datos pero se los 
haré llegar a la brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


